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Dictamen de la Procuración General:




La Sala Primera de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Azul confirmó el resolutorio de la instancia de origen (fs. 368/372) que –a su turno- denegó la homologación de la propuesta de acuerdo preventivo presentada por el concursado Francisco Ignacio Mendía en los términos del art. 52 inc. 4º de la Ley 24.522, aunque no decretó su quiebra  indirecta (fs. 399/405vta.).





Contra dicha forma de resolver se alza el nombrado, con patrocinio letrado, a través del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley de fs. 409/422vta.





Previo a adentrarme en los agravios expresados en la presentación efectuada, me veo obligado a decir que en el sub lite no corresponde la intervención de la jefatura del Ministerio Público prevista en el art. 283 del Código Procesal Civil y Comercial local al regular el trámite del remedio extraordinario de inaplicabilidad de ley, en tanto el objeto litigioso aquí ventilado no encuadra en situación legal alguna que amerite la evacuación de la vista conferida, no obstante la consumada intervención en fs. 395/396 de la faz requirente del Ministerio Público en el caso (conf. dictámenes recaídos en Ac. 79.093, 80.877, 92.864, 97.905, e.o.).





En efecto, no advierto que se configure en este caso alguno de los supuestos que encuadren en la previsión del artículo 276 de la ley 24.522. Es que a tenor de lo allí dispuesto, considero que el ministerio fiscal posee una intervención limitada sólo a los siguientes casos:

a) en los concursos, debe ser considerado parte ante la Cámara en el recurso interpuesto contra la resolución de primera instancia que resuelve la impugnación del acuerdo preventivo conforme lo edicta el art. 51 de la ley 24.522 (lo que en la especie no acontece) y

b) en los trámites de quiebras -que tal como fuera destacado al inicio de este dictamen, no es lo que aquí se tiene a la vista-, el 



Tribunal de Alzada debe correrle vista en forma previa a resolver cualquier recurso en que haya sido parte la sindicatura.




  Consecuentemente y en función de lo brevemente expresado, estimo que en autos no procede la intervención de este Ministerio Público, por lo que devuelvo los presentes sin emitir dictamen.




   La Plata, 3
 de diciembre de 2008 - Juan Angel de Oliveira
A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 30 de marzo de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Kogan, Soria, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 98.706, "Mendía, Francisco Ignacio. Concurso preventivo".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Azul confirmó el fallo de primera instancia que había rechazado la homologación del acuerdo preventivo (fs. 399/405 vta.).


Se interpuso, por el concursado, recurso ex-traordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 409/422 vta.).


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


I. El tribunal a quo confirmó el fallo de primera instancia que había rechazado la homologación del acuerdo preventivo, oportunamente alcanzado por la propuesta formulada por el deudor a los acreedores quirografarios, consistente en el pago del diez por ciento (10%) del capital verificado, con más un período de gracia de dos años a partir de la homologación del acuerdo y dos años para el pago del capital en cuotas semestrales, acogiéndose además a la moratoria que establezca el órgano fiscal para el pago de los tributos correspondientes (fs. 368/372 y 399/405 vta.).


En lo sustancial, la alzada consideró que si bien la iniciativa y legitimación para estipular propuestas de acuerdo preventivo corresponde sólo al deudor, lo cierto era que la propuesta presentada en autos no resultaba razonable, más allá de no ser un aspecto que caracterice el acuerdo la equivalencia de las contraprestaciones (fs. 401/402).


Además tuvo en cuenta que el análisis financiero de la propuesta era imprescindible cuando se trata de acuerdos con quitas o esperas o la combinación de ambas, pues, resulta importante ponderar la desvaloración monetaria de las obligaciones involucradas (fs. 402 vta.).


Entendió también que la pauta establecida por la ley en su anterior redacción (art. 43, ley 24.522: la quita no puede superar el 40% de los créditos quirografarios), sigue siendo un principio moralizador (fs. 403); y que el capital de los créditos insinuados en el pasivo sufre un grave deterioro por el tiempo transcurrido de la presentación en concurso, la que ocasiona la suspensión de los intereses (art. 19, ley 24.522; fs. 403/vta.).


Hizo mérito también de otros aspectos como ser: los acreedores disidentes del acuerdo; los incidentes de revisión promovidos; y que la aceptación de la propuesta por la Municipalidad de Olavarría no era significativa porque el crédito es de ciento cincuenta y cinco pesos con cincuenta y nueve centavos (fs. 403 vta.).


Finalmente, consideró que en la causa no se computó un dato y una actitud relevante, que puede calificarse -dijo la alzada- de intento de ocultamiento de activo, como el surgimiento de la existencia de otro inmueble del concursado, consistente en una fracción de campo ubicada en el partido de Olavarría (fs. 403 vta. in fine y 404).


II. El deudor concursado interpuso contra este pronunciamiento recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 409/422 vta.), alegando la violación de los arts. 41, 42, 43, 45 y 52 de la ley 24.522; 653 y 1071 del Código Civil; 17 y 18 de la Constitución nacional y 10, 15 y 31 de la Constitución provincial (fs. 410), así como también absurdo en la valoración de la prueba y apreciación de los hechos (fs. 421).


En síntesis, se agravia por cuanto se ha denegado la homologación del acuerdo, siendo que la propuesta formulada es la única posible, luego de las infructuosas negociaciones realizadas aún antes de la presentación en concurso, de acuerdo con su situación patrimonial actual, la que no resulta ser superior a la oferta efectuada (fs. 412/vta.).


Sostiene que el a quo ha juzgado en forma inexacta la composición de su patrimonio. Niega que hubiera intentado ocultar el activo, expresando que goza de un alto prestigio comercial (fs. 412 vta./414).


Aduce que el nuevo régimen del art. 43 de la ley 24.522 (modif. por la ley 25.563) ha quitado los topes mínimos para las propuestas concordatarias, existiendo amplias facultades judiciales para evitar el abuso o fraude a la ley, tal como la prevista en el inciso 4 del art. 52. Dice que en el caso no hubo observaciones ni impugnaciones a la propuesta de acuerdo (fs. 414/415).


Afirma que el juez carece de facultades para evaluar si la propuesta es factible y conveniente y que la imposición del acuerdo por el juez es consecuencia directa de la obtención de los recaudos legales y no del análisis que el tribunal realice de la conveniencia del mismo (fs. 415/vta.). Al respecto asevera que el a quo ha hecho uso de una interpretación amplia del inciso 4 del art. 52 de la Ley de Concursos y Quiebras (fs. 416).


Controvierte que la propuesta formulada puede ser calificada de abusiva y fraudulenta, pues, dichas características no se corresponden con las circunstancias fácticas del caso. Entiende que en este punto el sentenciante incurre en absurdo (fs. 416 vta./419 y 421/422).


Por último, alega que el tiempo transcurrido en el desarrollo del proceso concursal no le es imputable, por lo que tal situación no puede ser computada en su contra (fs. 419 vta./421).


III. Entiendo que el recurso no prospera.


III.a) En principio corresponde señalar que si bien el ordenamiento jurídico no prevé la apelación de la resolución impugnada (art. 52, ley 24.522), considero que por la naturaleza y contenido de la sentencia en crisis, la situación debe ser asimilada al supuesto contemplado en el art. 51 de la misma ley que sí ha previsto aquel remedio procesal, pues, de lo contrario, se produciría un trato desigual con vulneración de las garantías constitucionales (arts. 16 y 18, Const. nac.; 11 y 15, Const. prov.; conf. mi voto, causa Ac. 82.347, sent. del 24-V-2006).


III. b) Sentado ello, procederé a examinar los agravios planteados en el recurso.


El eje de la discusión radica en el análisis de las causales y razones que fundaron la denegación por el tribunal a quo de la homologación del acuerdo preventivo (art. 52, ley 24.522).


Inicialmente advierto que el asunto nos remite a cuestiones de hecho y prueba que, como es sabido, son privativas de los jueces de la instancia ordinaria, no revisables, en principio, en casación salvo supuesto de absurdo (conf. Ac. 44.400, sent. del 13-VIII-1991; Ac. 69.784, sent. del 1-IX-1998; Ac. 78.395, sent. del 2-IV-2003).


Ahora bien, para que se configure esta hipótesis excepcional, es menester demostrar que en el fallo impugnado ha habido un desvío notorio, patente o palmario de las leyes de la lógica o grosera desinterpretación material de alguna prueba, no constituyéndolo las con-clusiones objetables, discutibles o poco convincentes, que no llegan a los mencionados extremos (conf. Ac. 64.401, sent. del 27-XII-1996; Ac. 88.695, sent. del 22-III-2006; Ac. 83.282, sent. del 8-III-2007; C. 98.621, sent. del 10-XII-2008; C. 98.600, sent. del 25-II-2009; C. 103.982, sent. del 11-XI-2009).


En el caso, pese al esfuerzo del recurrente, no se ha logrado probar tales extremos, presentando el fallo fundamento bastante para sostener la decisión adoptada, acorde con las particularidades del caso, las que fueron especialmente ponderadas, según se ha expuesto en los antecedentes antes reseñados (art. 279, C.P.C.C.).


La valoración realizada por la Cámara coincide con el espíritu de la reforma introducida por la ley 25.589 al art. 52 de la ley 24.522, la que indudablemente ha ampliado las facultades judiciales ante el pedido de homologación del acuerdo preventivo.


En efecto, si bien antes de la reforma podía interpretarse que el juez podía no homologar el acuerdo cuando en supuestos excepcionales se advertía que lo acordado traducía una inequidad manifiesta o en supuestos de absurdo a fin de preservar valores superiores en juego, que hacen a la recta administración del servicio de justicia (conf. Morello, Augusto M. y otros, "Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación. Comentados y Anotados", t. VIII, Concursos, ley 24.522, L.E.P., pág. 319), lo cierto es que ahora con la modificación de la ley concursal aparece diáfano el control judicial no sólo de legalidad (orientado hacia los intereses privados de los acreedores que suscribieron el convenio) sino también atendiendo los principios de orden público, las finalidades del concurso y el interés general de la sociedad.


Tal es la inteligencia que se desprende de las causales contempladas en el inciso 4 del art. 52 de la ley 24.522 -en su actual redacción-, dado que la calificación de "abusiva" o "en fraude a la ley" de la propuesta conlleva necesariamente a un análisis profundo del acuerdo en el contexto patrimonial en que se halla el deudor, junto a las relaciones jurídicas con la totalidad de los acreedores involucrados y demás circunstancias que surjan del trámite del proceso concursal.


Son estos parámetros los que han sido valorados por el fallo de la Cámara, donde fueron expuestas las especiales particularidades del caso que llevaron a adoptar la decisión de denegar la homologación y que no ameritan su modificación en esta instancia extraordinaria, al no evidenciarse el absurdo antes indicado (art. 279 y su doct., C.P.C.C.).


IV. Por lo expuesto, oído el señor Subprocurador General, corresponde rechazar el recurso interpuesto; con costas (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó la cuestión también por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


Adhiero al voto del doctor Negri, a excepción de lo expresado en el punto III apartado a, por resultar los restantes fundamentos expuestos suficientes a fin de rechazar el remedio articulado.


Voto, en consecuencia, por la negativa.


El señor Juez doctor Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó la cuestión también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oído el señor Subprocurador General, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto, con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.


HILDA KOGAN


EDUARDO JULIO PETTIGIANI
HECTOR NEGRI


DANIEL FERNANDO SORIA



CARLOS E. CAMPS 



Secretario
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